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“Los cambios de trabajo y los despidos por crisis de los trabajadores convierten la obtención de pensiones completas en un arriesgado negocio. En una sociedad cada vez más móvil pocos trabajadores recibirán una pensión profesional completa, si han formado parte de fondos sin acuerdos de transferencia de derechos, sin previsiones de despido por crisis en edad inadecuada, sin índice de defensa respecto a la inflación etc”
.

Efectivamente, si para los trabajadores en el inicio de su actividad profesional, el sistema de previsión complementario al de la Seguridad Social de sus empresas no deja de ser un tema accesorio, dado que -y sobre todo en esos primeros años– son consideraciones salariales y de promoción profesional las que priman en su decisión de  permanecer en la empresa o cambiar de puesto de trabajo, no es menos cierto que una vez transcurridos éstos, sí serán tenidos en cuenta y valorados.

Es más, en algunos estudios
 se demuestra que el período preciso para adquirir derechos, así como la pérdida del capital-pensión que se produce en el tránsito de una empresa a otra pueden tener unas consecuencias macroeconómicas contrarias a la flexibilidad y a la movilidad laboral.

El período necesario para adquirir derechos

Es regla habitual entre las  empresas el vincular el derecho de la prestación de jubilación empresarial a que el trabajador supere un periodo de carencia, que en función de los instrumentos de materialización del derecho puede variar. Esta vinculación del derecho a una estancia mínima del trabajador en la empresa tiene por objeto evitar que empleados en fase de formación se desvinculen de la empresa, provocando por tanto un doble coste, el que se deriva de la formación y el que se deriva del traslado de los derechos del sistema de jubilación. Sin embargo este hecho significa un motivo de discriminación para aquellos trabajadores que cambien de empleo con frecuencia, y que por tanto terminarán con unos derechos de pensión notablemente reducidos
.

Por otro lado existen colectivos que presentan una importante precariedad laboral por razón de la temporalidad que viene asociada a su puesto de trabajo, y que por tanto, quedan excluidos ‘automáticamente’ del derecho a consolidar una prestación futura, ya que no llegan a alcanzar el tiempo necesario para adquirirlo. Entre estos colectivos nos encontramos con los amparados bajo contratos a tiempo parcial, los trabajadores de las ETTs, los becarios y todos aquellos que realizan interinidades o sustituciones.

Por último, los trabajadores maduros que pierden su puesto de trabajo presentan graves dificultades de recolocación, lo que sin duda viene a perjudicar las opciones de conseguir una pensión complementaria de cierto valor. Además, tienen considerables dificultades para ser admitidos en el sistema de pensiones de la nueva empresa, precisamente, por su edad avanzada, muestra de la grave situación en que se encuentran aquellos colectivos que no llegan a superar el período de carencia para acceder al sistema de pensiones, y que por tanto quedan fuera del sistema de previsión
.

La pérdida del capital/pensión que se produce en el tránsito de una empresa a otra

La mayoría de la gente cambia de trabajo tres o cuatro veces durante su vida laboral
. Sin embargo, existen sistemas, como los fondos internos o el pago por caja, que únicamente pagan pensiones a los trabajadores que se retiren de la vida activa en la misma empresa, la que estableció en su día el sistema de pensiones. Es decir, vinculan el derecho a cobrar las prestaciones por retiro al historial laboral del trabajador con la empresa en particular, lo que en definitiva provoca que al trabajador le resulte mucho más costoso el movilizarse de una empresa a otra. Por otro lado, algunos de los vehículos de instrumentación del compromiso por pensiones permiten al empresario el no imputar derecho alguno al trabajador, lo que en definitiva viene a significar que, en caso de abandono de la empresa por parte del trabajador, éste pierda el derecho causado, llevando a una rigidez adicional del mercado laboral.

Y no olvidemos que la legislación aplica más penalizaciones directas e indirectas a los trabajadores que cambian de empleo, lo que incide en la movilidad de los mismos.

Además se añade el problema que supone la desventaja específica de la movilidad laboral externa a un país distinto al que constituyó el sistema de pensiones.
 En estos casos rige como regla general el permitir participar en el Plan del lugar de empleo (principio de territorialidad), pero suele implicar la no transferibilidad de derechos acumulados de pensiones a otros países y en el peor de los casos, la terminación de la adscripción en el plan del país de origen.

En este caso, la legislación europea penaliza más la movilidad transfronteriza que la movilidad intranacional
. De hecho, en la práctica la libre circulación de los trabajadores dentro de la Unión Europea puede verse muy gravemente afectada si el sistema no ofrece soluciones eficaces. Los problemas más destacables en este sentido son los siguientes
:

· Dificultades para  transferir los derechos de  pensión adquiridos de un Estado miembro a otro
.

· Duras condiciones para la adquisición de derechos de pensión complementaria, incluidos largos períodos de carencia.

· Problemas tributarios cuando se adquieren derechos de pensión en más de un Estado miembro
, como por ejemplo la doble imposición.

· Y tampoco se facilita la continuación de la participación en el sistema de jubilación de la empresa en el caso de trabajadores destinados a otro país dentro del mismo ‘grupo’ empresarial.

Existen, sin embargo, una serie de Propuestas que tratan de adoptar medidas para remediar los problemas aquí manifestados en lo posible
. La última está dedicada a “la protección de los derechos a pensión de los trabajadores por cuenta ajena y los trabajadores que se desplazan dentro de la Unión Europea” (Directiva 98/49/CE del Consejo) data de 29 de junio de 1998, y parte de tres premisas básicas:

· El principio de igualdad de trato entre los ciudadanos europeos, que exige que la opción de trabajar en más de un Estado miembro no debe implicar el riesgo “de perder sus derechos a pensión complementaria”.

· La consideración de que en esta materia predominan los derechos contractuales y el papel de los interlocutores sociales, por lo que “toda intervención normativa debería limitarse al mínimo necesario para garantizar la conservación de los derechos”.

· La constatación, dada la multiplicidad de regímenes comunitarios en el seno de la Comunidad, de que “la única forma de alcanzar el objetivo buscado es adaptar las legislaciones de los Estados miembros”, finalidad que se cumple mejor mediante una Directiva que mediante una intervención normativa más detallada.

Todo esto nos lleva a reflexionar sobre el hecho de si los Estados miembros de la Unión Europea no progresan al mismo ritmo, las fronteras nacionales harán, una vez más, de obstáculo a la libre circulación de trabajadores y se asistirá a una colisión creciente de los mercados nacionales de empleo. “Si la búsqueda de soluciones no es creada a un nivel transnacional, la realización de un Mercado Europeo de empleo corre el riesgo de frenarse"
. 

Aunque el problema de fondo de las pensiones complementarias en Europa no es la mera falta de voluntad política en el intento, sino la gran complejidad de sistematización que hace muy difícil su coordinación. Debe tenerse en cuenta que la continua proliferación de formas de previsión social complementaria (derivada de la restricción de los sistemas públicos) determina que los actuales marcos fiscales, sociales y técnicos no faciliten e incluso inhiban, la libre circulación transfronteriza de personas con derechos de pensiones complementarias. Pero, a su vez, debe tenerse cuidado de que no se desalienten los esfuerzos voluntarios en el sector del mercado de la previsión privada. 

Es más, existen posturas que opinan que la movilidad de los ciudadanos comunitarios a pesar de ser una realidad indiscutible, carece de interés prioritario ya que dicha movilidad es más bien escasa y la mayor parte de estos están lejos de ser perceptores de prestaciones de sistemas complementarios, puesto que en general los beneficiarios habituales se encuentran en los tramos superiores de renta. Se trata de lo que se ha denominado como 'movilidad estructural'
, característica de los empleados con altas cualificaciones, con gradientes económicos fructíferos y fácil superación de límites y barreras socioculturales, que en definitiva permitirá el juego y disfrute de las prestaciones complementarias
.

Por todo ello parece oportuno que se favorezcan aquellos sistemas que permitan transferencias o cómputos conjuntos entre los diversos planes de previsión, y que en definitiva privilegien los intereses de los afiliados efectivos del sistema y no aquellos que salen del mismo antes de la fecha real de la jubilación.

Rotación laboral según el instrumento utilizado

Es habitual que cuando se produce la cesación de la relación laboral de un trabajador con la empresa en la que venía prestando sus servicios, se produzcan diferentes situaciones de controversia sobre los derechos adquiridos por los compromisos por pensiones, cuya magnitud dependerá en gran manera, de la vía utilizada por la empresa en la instrumentación de tales compromisos.

En este sentido, la eficacia global de cualquier sistema de retiro empresarial estará en función directa de las facilidades de movilización de los derechos consolidados de un instrumento a otro y de las potenciales penalizaciones que conlleve tal movilización que, en definitiva, se derivan de la propia movilidad laboral de los trabajadores. 

a) Planes de Pensiones del sistema de empleo

Los Planes y Fondos de Pensiones prevén una solución general dirigida a garantizar la movilidad o tranferibilidad de los derechos consolidados de un partícipe de un Plan de Pensiones del sistema de empleo. Se indica, en ese sentido, que tales derechos económicos, minorados en los gastos que procedan, serán movilizables, entre otras circunstancias: “por terminación del plan” o “por cesación de la relación laboral con el promotor de un Plan del sistema de empleo", en cuyo caso, “los derechos consolidados se integrarán (obligatoriamente) en el Plan o Planes de Pensiones que designe el sujeto que ha dejado de ser partícipe del Plan inicial”
.

Y en concreto, “si lo prevén las especificaciones o así se acuerda por la comisión de control, la integración de derechos consolidados se hará en el Plan o Planes del sistema de empleo en los que los partícipes puedan ostentar tal condición”
.
Por tanto, se presume que este instrumento:

· Reconoce la movilidad interplanes, o lo que es lo mismo, la conservación, de los derechos acumulados para el pago de pensiones, de un Plan a otro, en caso de que este termine o en situaciones de cesación de la relación laboral con la empresa (promotor)
. Si bien debemos matizar que se establece que se podrá restringir la movilidad de los Planes de Pensiones en aquellos casos en que los derechos por servicios pasados estén todavía en Fondos Internos de la empresa, pendientes de trasvasar o amortizar
. Se abarca la totalidad de los supuestos extintivos de la relación de trabajo, incluso la dimisión del trabajador y el despido, siempre que se cumpla, ulteriormente, con el requisito condicionante de que dichos derechos económicos se integren en otro Plan o Planes de Pensiones. Fijémonos que se especifica “otro Plan o Planes de Pensiones”. En efecto, la integración de los derechos consolidados en un instrumento diferente a los Planes de Pensiones (seguros de vida colectivos y mutualidades de previsión social) una vez que han sido movilizados con motivo de la cesación de la relación laboral no es recogida en nuestra actual legislación, lo que lleva implícitamente a prohibir tal práctica.

· Pero no reconoce un derecho individual de rescate de los derechos consolidados, como ya vimos anteriormente, ni siquiera respecto a las aportaciones directas efectuadas a cargo del trabajador-partícipe.

Es más, en el supuesto de cese de la relación laboral del trabajador (partícipe) con el promotor se regula la figura del “partícipe en suspenso”, “entendiéndose por tales a los partícipes que han cesado en la realización de aportaciones, directas o imputadas, pero mantienen sus derechos consolidados dentro del Plan, de acuerdo con las previsiones de éste”
. Si bien el reconocimiento del partícipe en suspenso es facultativo por el plan de previsión y no obligatorio. En este caso, los derechos consolidados podrán mantenerse, aunque “se verán ajustados por la imputación de resultados que les corresponda durante los ejercicios de su mantenimiento en el Plan”
.

Debemos advertir que la permanencia como partícipes de trabajadores que extingan o suspendan la relación laboral con el promotor será admisible, siempre y cuando no se simultanee la condición de beneficiario y partícipe por y para jubilación en un plan de pensiones. Esta advertencia se dirige específicamente a aquellos trabajadores que se encuentren en situación equivalente o asimilable a la de jubilación, continuando como asimilados al alta en la Seguridad Social
.

Sin embargo, en estos supuestos, los aumentos de salarios futuros (normalmente) no se tendrán en cuenta  como se haría si el trabajador hubiese permanecido a lo largo de toda la vida activa en esa misma empresa, y tampoco se tiene en cuenta la evolución de los precios o salarios medios a la hora de ajustar los derechos mantenidos o de calcular los importes de transferencia. Por lo que normalmente los antiguos afiliados tienden a perder una parte equitativa del fondo de jubilación
. 

Como hemos visto, uno de los problemas que la Ley 8/1987 en vigor no resuelve es el de no permitir la movilización de los derechos generados en un Plan de pensiones a otro instrumento de previsión social alternativo tales como los Contratos de Seguro o las Mutualidades de Previsión Social. Y además el único supuesto posible que se  contempla actualmente, la movilización entre Planes de Pensiones, “encuentra límites organizacionales intrínsecos ya que para que la movilidad interplanes de los derechos de participe fuera posible los distintos sistemas de pensiones deberían tener una relativa uniformidad u homogeneidad, lo cual no ocurre y en la práctica es difícil de conseguir. Este problema se podría resolver con la creación de organismos públicos o semipúblicos que se ocupen de coordinar y de dar cierta homogeneidad a los sistemas de pensiones que existen en la actualidad”
.
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Aún así, este instrumento es el que otorga los mayores derechos en caso que el trabajador abandone la empresa. Así lo podemos deducir de los resultados obtenidos de la encuesta de Fundipe a 73 empresas, anteriormente mencionada, donde se observa que para planes que afectan a toda la plantilla, más del 50% otorga derechos a los empleados en caso de cese de la relación laboral con la empresa. 

b) Seguro Colectivo de Vida.

Respecto a la movilidad de los derechos económicos instrumentados a través de un Seguro Colectivo de Vida como resultado del cese de la relación laboral, previa al acaecimiento de alguna de las contingencias, se pueden dar dos situaciones:

· Que las primas hayan sido imputadas al trabajador y por tanto éste sea el titular de los derechos económicos, incluyendo en los mismos las aportaciones que el mismo ha realizado para la financiación de primas. En tal caso, podrá movilizar sus derechos económicos a otro Seguro Colectivo de Vida o a un Plan de Pensiones.

· Que las primas no le hayan sido imputadas, ello significa que en este caso sí puede llegar a darse un supuesto excepcional para la empresa de rescate o de reducción del seguro para el mantenimiento de la adecuada cobertura por. Por tanto, si no se recoge en la póliza los derechos de rescate o disposición anticipada del trabajador, y el empresario no le imputa las primas al trabajador, este no tendrá reconocido derecho económico alguno. En ese caso, si el trabajador cesa su relación laboral con la empresa podría suceder que no disfrutara del derecho a llevarse provisión matemática alguna. 

Por tanto, exclusivamente para los contratos en los que las primas se imputen fiscalmente a los trabajadores asegurados en el ejercicio de su abono, se exige paralelamente el reconocimiento de derechos económicos en el caso de baja del trabajador, anterior al acaecimiento de una contingencia cubierta o el de modificación o supresión del compromiso. En estos casos el derecho de rescate deberá ser abonado directamente a la nueva aseguradora o al fondo de pensiones en el que se integre el derecho económico del trabajador.

Esta exigencia de que las primas hayan sido imputadas al trabajador para, en el caso de fin de la relación laboral entre este y la empresa, pueda trasladar sus derechos es la diferencia más resaltable que existe con los planes de pensiones, donde tal clase de exigencias no se recogen, aunque no la única. Así, por ejemplo, tampoco se recoge en este instrumento una figura similar a la del ‘partícipe en suspenso’ de los Planes de Pensiones, ya que en caso de cese o extinción de la relación laboral, los derechos económicos reconocidos a favor de los trabajadores, sólo podrán ser pactados para su mantenimiento en la póliza de la empresa en los supuestos de fallecimiento e invalidez, debiendo en caso de jubilación ser trasladados de manera obligatoria a una nueva póliza o al fondo de pensiones correspondiente
.

Podemos deducir de lo anterior que este instrumento ofrece menos garantías al trabajador de “portabilidad” de los derechos causados por pensiones frente a los planes de pensiones del sistema de empleo, aunque sin embargo, permite el traslado de los mismos a un plan de pensiones o a un nuevo contrato de seguro (póliza o mutualidad), opción, esta última, que no es permitida en los que ya venían instrumentados por un plan de pensiones. 

c) Mutualidades de Previsión Social.

Al igual que en los seguros colectivos de vida
, la empresa tomadora o socio protector puede optar por no imputar las primas a los trabajadores directamente relacionadas con las prestaciones, lo que en definitiva puede llevar a que los mutualistas no tengan reconocido derecho económico alguno, por lo que en el caso de que suspenda o cese la relación laboral con la empresa, no podrán ‘rescatar’ su ‘fondo’ de retiro.
En caso de cese de la relación laboral con el socio protector, si el socio trabajador tiene reconocido en los estatutos de la Mutualidad el derecho de rescate, siendo en consecuencia obligatoria su imputación fiscal al igual que en los contratos de seguro, podrá ejercer tal derecho debiendo movilizar sus derechos económicos correspondientes obligatoriamente a un plan de pensiones. En caso que el trabajador no movilice tales derechos a un plan de pensiones
 o realice una disposición, total o parcial, de los mismos, el mutualista perderá el derecho a las reducciones practicadas en la base imponible, debiendo efectuar declaraciones-liquidaciones complementarias, con inclusión de los intereses de demora que correspondan
.

d) Entidades de Previsión Social Voluntaria del País Vasco

En las E.P.S.V. vascas, la extinción de la relación laboral entre la empresa, socio protector, y el trabajador, socio de número, conlleva la consolidación de los derechos del trabajador a la fecha de extinción, pudiendo percibirlos a partir del momento en que obtenga la pensión profesional del régimen obligatorio. El trabajador, con las reservas individuales acumuladas o con los derechos devengados, puede
:

· Seguir siendo socio, a los efectos de cotización y como ya hemos señalado, percibir la prestación en su momento.

· Seguir siendo socio, sin aportar y percibir las prestaciones reducidas en relación a las cotizaciones realizadas. Es el llamado socio en suspenso.

· Transferir o movilizar las reservas a otra Entidad de Previsión Social. Voluntaria, lo que nos lleva a eliminar la posibilidad de trasladarlo a otros instrumentos, ya sean planes de pensiones o seguros colectivos de vida.

· Solicitar el rescate voluntario de las reservas individuales acumuladas por sus aportaciones directas, si los estatutos se lo permiten y si han pasado los diez años estipulados.

En el caso de excedencias (voluntarias o forzosas) el trabajador podrá continuar con las aportaciones, sin obligar por ello al socio protector. Y en el caso de suspensión por regulación de empleo, no se deberán suspender las aportaciones ni por parte del trabajador ni por parte del empresario.

e) Fondos Internos: Entidades de Crédito, Aseguradoras y Sociedades y Agencias de Valores

En el supuesto de cese de la relación laboral del trabajador con la empresa, titular del fondo, por dimisión del trabajador, despido o cualquier otra forma de finalización del contrato entre las partes, éste último no tendrá posibilidad alguna de movilizar la parte del fondo que en teoría le correspondería, de modo que perderá todos sus derechos esperados. Esta medida alimenta de manera proporcional la rigidez y escasa movilidad que existe en el sector financiero, que se manifiesta especialmente en los trabajadores, afectados por esta inadecuada cobertura. Por otro lado, esta petrificación del sector ha provocado una desigualdad manifiesta frente a trabajadores de otros sectores, que obtendrán mayores garantías para la movilización de sus compromisos.

Concluyendo, podemos afirmar que la movilidad de las aportaciones se muestra poco menos que inevitable en un contexto social y económico cada vez más favorable a la movilidad laboral. De ahí la necesidad de una plena movilidad de los derechos adquiridos o en curso de adquisición, no sólo entre entidades que gestionan un mismo instrumento de previsión social complementaria sino, también, entre los diversos instrumentos de previsión social complementaria. Además, la movilidad tiene una importante dimensión transnacional, derivada de la circulación de trabajadores de distintos países y, en su caso, de la existencia de un mercado común desde el punto de vista empresarial y financiero
.
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� Vid. “Comisión de las Comunidades Europeas”. Comunicación de la Comisión al Consejo. Sistemas Complementarios de Seguridad Social: El papel de los sistemas de jubilación profesionales en la protección social, de los trabajadores y sus implicaciones para la libre circulación, ......, op. cit., pág. 16.  Sobre este mismo tema, vid. el Informe de la Red de Expertos de la Comisión Europea sobre Pensiones Complementarias (coord.: Giovanni Tamburi), Las Pensiones Complementarias en la Unión Europea. Desarrollo, Tendencias y Cuestiones Pendientes,......, op. cit.


� MONEREO PÉREZ, J.L., Público y Privado en el sistema de pensiones de Pensiones, ......,op. cit., pág. 192.


� Vid. artículo 31 del Reglamento de Exteriorización de Pensiones.


� Recordemos que la mencionada Ley 30/1995 consolida el carácter de entidades aseguradoras ordinarias de las Mutualidades de Previsión Social que les otorgó la Ley 33/84 condición que les permite, por tanto, instrumentar compromisos por pensiones.


� Nótese que hablamos exclusivamente de planes de pensiones del sistema de empleo ya que si los derechos económicos causados se movilizan desde la Mutualidad a una póliza contratada con una entidad aseguradora, el trabajador sufrirá una penalización fiscal.


� Vid. artículo 46.1 de la Ley 40/1998, de 9 de diciembre, del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas y otras Normas Tributarias.


� URRUTIA ELORZA, J. R., Modelo Autonómico de Previsión Social Voluntaria: Pasado, Presente, Futuro, ......., op. cit., pág. 70.


� Para ampliar sobre este particular, vid GARCÍA MURCIA, J., y OTROS AUTORES, “El espacio de las Pensiones Privadas”, ....., op. cit.,  pág. 200.
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